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que respeto, naturalmente, comprendiendo perfectamente las razones, deseando 
hacer saber la profunda angustia que pude sentir al constatar la dura realidad 
a la que deben enfrentarse los alumnos, los profesores y los intelectuales que 
siguen defendiendo su libertad de pensamiento, aun corriendo un riesgo personal. 
Creo que el reciente acto de solidaridad de 52 presidentes pertenecientes a la 
Conferencia de los Rectores de Universidades Españoles hacia sus colegas de la 
Universidad Vasca es también un claro compromiso en defensa de la libertad. 

3. En el curso de mis encuentros con todos los responsables, tanto del Estado 
como de la Administración Autónoma, he encontrado un rechazo y una condena 
absoluta de esta acción terrorista que está considerada como inexplicable en un 
país donde los poderes públicos respetan y defienden todas las libertades y en 
particular las de pensamiento y asociación. En efecto, en el País Vasco, donde 
hay siete partidos con representación parlamentaria, se encuentra entre ellos 
uno llamado Euskal Herritarrok, que asume los postulados de ETA, promueve la 
independencia de lo que él llama Euskal Herria (entidad territorial hipotética que 
englobaría el País Vasco, la Comunidad Autónoma de Navarra y las provincias 
vasco-francesas) y cuyos responsables y los cargos electos (salvo alguna 
rara excepción individual) nunca condenan un acto terrorista, sino al contrario, 
defienden la razón de ser de la acción terrorista, debida a la existencia de lo que 
ellos llaman un conflicto político entre el Estado español y Euskal Herria. Este 
partido se presenta a las elecciones y tiene representantes tanto en el Congreso 
de los Diputados como en el Parlamento Vasco, aunque han rechazado participar 
en las sesiones de las cámaras legislativas. 

No hace falta, pues, que esta acción terrorista de ETA esté directa y 
sistemáticamente en el origen de la violación de los derechos fundamentales 
de las personas que son víctimas directas de sus crímenes, y de todas las 
demás que, dado el sistema de terror ambiente, se siente restringidos en el 
libre ejercicio de sus derechos cívicos y políticos, en tanto que ciudadanos de 
una verdadera democracia y cuando no se identifican con las opciones de los 
independentistas. En resumen, la acción de ETA pasa conscientemente por el 
crimen o la extorsión individual, para intentar crear un clima general de miedo, en 
el que una parte de la población, no nacionalista, y en particular sus elementos 
representativos e intelectuales, se sienten amenazados de tal suerte que 
renuncian a ejercer sus derechos y abandonan el País Vasco, o recurren a la 
protección policial, con todo lo que ello supone, como dificultades en la actuación 
política, sin contar la angustia personal y familiar. Y no hay que olvidar que el 
voto a favor de opciones no nacionalistas se ha vuelto especialmente arriesgado 
en las pequeñas aglomeraciones donde los nacionalistas radicales controlan 
las alcaldías. Desde este punto de vista es evidente que la acción terrorista 
está dirigida directamente contra el funcionamiento del sistema democrático y la 
libertad de los ciudadanos. 
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4. Pero hoy día sería insuficiente considerar la acción directa de ETA como la 
única causa de las múltiples violaciones de los derechos humanos, especialmente 
en el País Vasco. 

Después de haber escuchado a muchas personas, organizaciones y 
representantes del sindicato mayoritario de la policía autónoma vasca, no cabe 
duda de que la llamada Kale Borroka se ha convertido también en una causa 
directa de la violación de los derechos humanos en el País Vasco. 

La acción violenta en las calles, que va desde el ataque a los comercios, el 
incendio de autobuses y de mobiliario urbano, al ataque contra los consejeros 
municipales, parlamentarios, periodistas y sus familias, incluida la colocación en 
las calles de carteles con la imagen de personas denunciadas como españolistas 
que, en muchos casos, han sido después víctimas de atentados, mortales en 
algunos casos, es en sí un elemento determinante de la sensación (realidad) 
de inseguridad en la que viven numerosos ciudadanos directamente afectados 
(cerca de tres mil personas especialmente en el punto de mira, según los 
testimonios), y es en todos los casos una causa directa de la imposibilidad para 
una parte de la comunidad de ciudadanos de ejercer libremente sus derechos 
cívicos y políticos. 

La asociación Gesto por la Paz considera que esta violencia de la Kale Borroka 
ha pasado de una fase difusa a una “estrategia clara y premeditada de ataque 
y de persecución de ciertas personas”, debido a su ideología o a su condición 
de representantes de la ciudadanía; y que en consecuencia “no hay duda de 
que estamos frente a unos auténticos ataques a la libertad política y a la misma 
democracia, porque se trata de restringir la expresión del pensamiento y de la 
acción política a cierto sector de la ciudadanía”. Por eso esta asociación califica 
al Kale Borroka, sencillamente, de “violencia de persecución”. 

La misma Iglesia Católica, en voz del muy respetado arzobispo Juan Uriarte, ha 
advertido que “hay una palabra que se intenta encadenar y amordazar por medio 
de la amenaza y el asesinato. Es el atentado más grave posible a la libertad de 
expresión. Es completamente intolerable ahogar la voz de alguien, incluso si es 
exagerada e injusta, eliminando físicamente al emisor” (carta pastoral Renovarse 
y pacificar, adviento 2000, pág.38). 

5. Por lo tanto, he podido constatar la realidad de una violencia urbana con 
objetivos políticos de persecución de los no nacionalistas. Ya nadie niega 
esta violencia que se burla cada día de los derechos humanos de numerosos 
ciudadanos vascos. Aunque esto ya sea muy grave, hay otro dato que me parece 
aún más grave: es la acusación que he oído por parte de los intelectuales, 
profesores, periodistas, organizaciones no gubernamentales de defensa de los 
derechos humanos y las representantes de las víctimas del terrorismo, así como 
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de los consejeros municipales y otros, cargos electos de diversos partidos, que 
semejantes acciones de violencia se desarrollan prácticamente en un estado 
de impunidad, porque la policía autónoma vasca (la Ertzaintza) interviene 
generalmente tarde, o cuando los hechos violentos ya han tenido lugar, sin 
efectuar prácticamente detenciones significativas, y sin proceder a un trabajo 
serio de investigación sobre los orígenes, la composición o el funcionamiento de 
estos grupos violentos, claramente complementarios de la acción de ETA, que 
parece dirigir o inspirar sus acciones violentas. 

Se afirma que esta pasividad policial se acentuó durante la última tregua 
mantenida por ETA, después de los famosos acuerdos o declaración de Lizarra, 
suscritos por los partidos nacionalistas democráticos con los radicales y otros 
grupos nacionalistas, entre ellos algunos cercanos a ETA. 

6. Las autoridades competentes, a saber, el Consejero de Interior y el Lehendakari 
o Presidente del Gobierno Vasco, a que los pregunté a este respecto, rechazaron 
enérgicamente esta acusación, reafirmando el compromiso de la policía vasca 
en la defensa de las libertades. 

Según las cifras oficiales, los efectivos de esta policía autónoma integral son 
de 7.182 agentes, de los que 4.323 se ocupan de la prevención, 1.540 de la 
investigación, 232 de la información, 71 de la neutralización y 524 de la protección 
de personas (es decir, las escoltas de las personas amenazadas) y los otros 429 
de tareas diversas. 

Para poner en evidencia la dificultad de la acción policial, se afirma que durante el 
año1999 tuvieron lugar 5.024 manifestaciones y 14.507 durante el año 2000. En 
cuanto a las acciones urbanas violentas, la oficina del Consejero de Interior, aun 
reconociendo la dificultad de establecer estadísticas totalmente fiables, reconocía 
sin embargo que se habían producido unas 774 durante 1999 y cerca de 893 
durante el año 2000. Las detenciones realizadas por la Ertzaintza durante el año 
2000 en relación con estos actos del Kale Borroca ascienden a 97 (más tres para 
la policía municipal y 18 para la policía nacional dependiente del Estado). Si, 
según la oficina del Consejero de Interior, “se añaden las anteriores detenciones 
llevadas a cabo por la Ertzaintza no sólo por sabotajes sino también por otras 
causas incluidas en el concepto de violencia urbana (amenazas, coacciones, 
orden público) la cifra total asciende a 203”. Sin embargo, un análisis de estas 
últimas cifras en su contexto presenta más bien que se refieren a detenciones 
por actos violentos urbanos, no necesariamente ligados al Kale Borroka. 

En cualquier caso, es significativo que sea el juez de la Audiencia Nacional, 
Baltasar Garzón, quien con el apoyo de la Policía Nacional, haya efectuado la 
más reciente operación de detención de elementos dirigentes y responsables 
de la organización juvenil Haika (6-3-01) acusados de ser los autores o los 
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instigadores de la violencia urbana y el semillero de terroristas de ETA. 

7. El sindicato ERNE, el más representativo, por mayoritario, de los miembros de 
la Ertzaintza, mantiene una posición muy crítica frente a su comandante, al que 
atribuye la omisión de dar órdenes de persecución del Kale Borroka, y afirma 
que la mayoría de sus agentes se dedican a proteger a las personas, como 
escoltas, mientras que otros 3.500 realizan una protección estática y de apoyo 
a la protección personal, además de la circulación y la seguridad ciudadana en 
general, lo que hace que el trabajo de investigación prácticamente no se lleve a 
cabo. Los representantes de este sindicato sostienen que están desmoralizados 
por las instrucciones recibidas (nunca escritas) de no intervenir activamente en las 
persecuciones contra el Kale Borroka y que muchos agentes están desmotivados 
después de haber oído a sus superiores, durante los pasados meses, decir que 
lo importante era negociar. Como ejemplo de esta inactividad policial explican 
que, aunque disponen de una excelente brigada móvil, expresamente preparada 
para intervenir en casos de violencia urbana, no pueden hacerlo sin recibir una 
orden directa del Viceconsejero de Interior, lo que evidentemente retrasa su 
intervención. 

Este sindicato, en un documento expresamente dirigido al Comisario de los 
Derechos Humanos afirma: “En nuestra opinión, la situación de los derechos 
humanos en el País Vasco atraviesa un período de profundo deterioro” y “la 
ejecución de la tarea institucional vasca de salvaguardar las libertades en el 
País Vasco y la protección de las personas y los bienes en su territorio ha sido 
claramente ineficaz”. 

Estas afirmaciones coinciden con una queja que me formuló el presidente de la 
Universidad del País Vasco que, enfrentado a incidentes violentos en el campus 
universitario, solicitó por teléfono la intervención de la Ertzaintza. Le respondieron 
que enviara su solicitud por fax, y tuvo que enviar el fax una segunda vez porque 
“no estaba legible”. Naturalmente, cuando llegaron los policías, ya sólo quedaban 
los vestigios de la acción violenta. 

8. Aunque sea muy difícil probar el carácter premeditado de algunas reacciones 
policiales cuando se trata de acciones del Kale Borroka, no es menos cierto que 
las denuncias que he recibido, en particular de personas que han sido víctimas 
de ello, así como del mismo sindicato de la Ertzaintza (sin olvidar el número de 
detenidos proporcionalmente muy bajo en relación con los actos públicos de 
violencia) ponen de manifiesto un funcionamiento anormal en la policía autónoma 
vasca en cuanto a la represión y a la investigación de estas conductas delictivas, 
que afectan tan gravemente a la vida democrática en la Comunidad Autónoma. 

Esta situación debe ser analizada urgente y seriamente por los responsables de 
estas fuerzas de seguridad, para tomar inmediatamente las medidas necesarias 
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para permitir que la población amenazada sienta que la policía autónoma vasca 
es una policía eficaz y comprometida en la lucha contra este tipo de criminalidad, 
como lo fue – y ellos lo reconocen – en el pasado. 

Si, teniendo cuenta todo lo que se ha descrito, se puede apreciar cierta 
responsabilidad del gobierno vasco concerniente a la falta de una protección 
suficiente y eficaz de los derechos fundamentales de los ciudadanos, tampoco se 
puede olvidar que, según el artículo 1º de la CEDH, es el Estado Español el que 
debe garantizar “a toda persona relevante de su jurisdicción los derechos y las 
libertades definidas en el Título I de la presente Convención”, por consiguiente 
quien debe también adoptar o reforzar las medidas necesarias para garantizar 
los derechos fundamentales de todos los ciudadanos vascos. 

IV. Otras cuestiones relacionadas con la protección y el respeto de los 
derechos humanos, planteadas por las organizaciones representativas de 
las familias de los detenidos y de los presos en relación con los actos 
terroristas, así como por sus representantes legales.

1. Por otra parte, los representantes de la organización Senideak manifestaron 
su preocupación por el trato a personas detenidas por haber cometido actos 
terroristas o haber colaborado con banda armada. Estos detenidos, en su opinión, 
están sometidos regularmente a tortura y las garantías para luchar contra estas 
prácticas no son suficientes. Han reclamado el derecho de los miembros de 
ETA encarcelados a cumplir sus penas en prisiones del País Vasco, así como 
la necesidad de poner fin a las llamadas “entregas administrativas”de detenidos 
por parte de otros países a la policía española. 

Aunque sea evidente, en vista de lo anteriormente relacionado, que la verdadera 
violación de los derechos humanos en el País Vasco no reside en las condiciones 
de la detención de los terroristas ni de su permanencia en prisión, dada la 
naturaleza de las afirmaciones, se les pidió que aportaran datos concretos y una 
información específica que permitiera evaluarlos con precisión. Al día de hoy 
estas informaciones y documentos no han llegado a mi oficina. 

2. Sin embargo, a lo largo de mi viaje, yo mismo visité la prisión de Basauri 
para hacerme una idea de las condiciones de detención en este establecimiento 
penitenciario, y no recibí quejas de malos tratos o de torturas por parte de los 
presos con los que me encontré en esta ocasión. Por el contrario, varios vigilantes 
se quejaron de recibir continuas amenazas de la organización terrorista y de 
sus miembros cuando éstos se encontraban en prisión, amenazas que fueron 
seguidas por atentados y el asesinato de varios funcionarios. 

3. Por otra parte, sobre las garantías durante el período de detención, según 
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los artículos 520bis y 527 del código de procedimiento penal, la duración del 
arresto preventivo por delitos de colaboración con banda armada y de terrorismo 
puede llegar (como para los otros casos) hasta tres días. Sin embargo, puede ser 
prorrogado hasta dos días más, por decisión motivada en las primeras cuarenta 
y ocho horas. La arresto preventivo podrá no comunicarse si el juez así lo decide 
en un plazo de cuarenta y ocho horas por decisión motivada. El arresto preventivo 
incomunicado tiene los mismos derechos de defensa que los previstos para el 
resto de los detenidos preventivos con las siguientes precisiones: el abogado 
(durante el arresto preventivo) será nombrado de oficio y el detenido no podrá 
entrevistarse en privado con él (como ocurre con los demás detenidos), y el 
hecho y el lugar de la detención no se pondrán en conocimiento de un pariente 
o de la persona deseada. El examen médico realizado un médico forense está 
previsto en las mismas condiciones que para el caso general de los arrestos 
preventivos. 

El Tribunal Constitucional español no ha declarado esta norma inconstitucional 
y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos no ha emitido hasta el momento 
ninguna condena sobre esta cuestión. 

Por su parte, y en su último informe sobre España, el Comité para la Prevención 
de la Tortura y las penas o el trato inhumano o degradante (CPT/Inf (2000(5) 
abordaba estas cuestiones en profundidad y ponía en evidencia que la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal de 1995 “que ha reforzado el dispositivo de sanción de 
los representantes del Estado culpables de actos de tortura, de malos tratos” 
o de “violación de las garantías constitucionales” por parte de una autoridad 
pública oficial y que “durante la visita, la delegación del CPT no ha recogido 
ninguna alegación de tortura por parte de las personas interrogadas que estaba 
o habían sido recientemente detenidas por las fuerzas del orden españolas”. 
Sin embargo, en ese informe, se hacían algunas recomendaciones sobre la 
posibilidad de reducción de los plazos de detención a lo estrictamente necesario 
para la eficacia de la investigación, así como sobre la práctica de intervención de 
los médicos forenses, que son completamente razonables, si me remito a ellas. 

En cuanto al cumplimiento de las penas en centros penitenciarios del País 
Vasco cercanos al domicilio del detenido, esta medida no está contemplada en 
la Constitución ni en la legislación penitenciaria como un derecho, sino como un 
objetivo de la política penitenciaria para favorecer la reinserción del condenado. 
El Tribunal Constitucional lo declaró en varias ocasiones y hasta el momento 
el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos no ha hecho una interpretación 
en sentido contrario. Sin embargo, y partiendo del hecho de que esta causa 
no está en el origen de ninguna violación de los derechos contemplados en la 
Convención Europea de los Derechos Humanos (arts. 5, 6, 7), creo que, en la 
medida de lo posible y a condición de que esto ayude realmente al proceso de 
reinserción, hay que favorecer el cumplimiento de las penas en los centros que 
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ofrezcan más facilidades para la consecución de este objetivo, y en este sentido 
la proximidad de sus familiares y de su lugar de origen puede y debe ser un 
elemento que tengan en cuenta las autoridades competentes. 

4. Las entregas administrativas de los detenidos a las autoridades españolas por 
parte de otros países de la Unión Europea sin haber recurrido al procedimiento 
tradicional de la extradición, plantea algunas cuestiones que habría que tomar 
en consideración. 

Así el entendimiento tradicional de la soberanía de los Estados y las características 
de la comunidad internacional anterior al proceso de integración supranacional 
han hecho que la persecución de presuntos responsables de delitos, cuando se 
encuentren fuera de las fronteras del Estado del juicio o del tribunal conocedor 
de la causa, se efectúa únicamente según el procedimiento de la extradición. 
Sin embargo, en el marco jurídico-político propio de la Unión Europea es hoy 
posible contemplar la puesta en práctica de otros mecanismos legales para 
resolver eficazmente este problema, sobre todo cuando los países que la 
forman comparten tradiciones constitucionales comunes y han asumido además 
la Convención Europea de los Derechos Humanos y están por consiguiente 
sometidos a la jurisdicción del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos. 

Se puede hablar, por lo tanto, de un espacio europeo en cuyo seno se impone 
una misma concepción de estos derechos, de tal forma que, de acuerdo con las 
disposiciones del art.6º de la Convención, son comunes no sólo los derechos 
humanos de carácter nominal, sino también los de carácter instrumental, los 
que aportan las garantías gracias a las cuales se preservan los primeros. Es 
por lo tanto la identidad esencial de los derechos y garantías lo que distingue 
actualmente este espacio que se ha construido en Europa y en particular el que 
existe en el seno de la Unión Europea. 

Sin embargo, aunque desde el punto de vista anteriormente expuesto la entrega 
administrativa de un detenido no debe producir un cambio sustancial en su status, 
porque ello no disminuiría su posición jurídica, que se distingue siempre por su 
propio contenido, y tampoco interrumpe el curso del procedimiento que conduce 
a su puesta a disposición del juez que ha dictado la orden en virtud de la cual 
ha sido detenido en el lugar en que se encontraba, yo creo que la resolución 
adecuada de los interrogantes a los que hacía referencia en cuanto a la utilización 
de estas “entregas administrativas”, debe encontrarse en la instrumentalización 
apropiada de los mecanismos legales alternativos (al menos en los países de la 
Unión Europea) al procedimiento tradicional de extradición. 

Para alcanzar este objetivo lo antes posible, un camino podría ser la 
reglamentación comunitaria del llamado “aviso europeo de busca y captura”, o un 
instrumento semejante, en particular para los delitos contemplados en el art.29 
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del Tratado (delincuencia organizada, terrorismo, trata de seres humanos, delitos 
contra los niños, tráfico ilegal de drogas y armas, corrupción y fraude) y según 
las disposiciones del art. 34 del mismo Tratado, pues es urgente establecer una 
vía legal que permita superar las dudas o las sospechas que podrían planear hoy 
día respecto a los derechos de los detenidos. 

V. Conclusiones finales

Aunque en este primer breve informe no he querido abordar más que las 
cuestiones más graves concernientes a la violación de los derechos humanos 
por la violencia terrorista y urbana sobre la población vasca, no hay duda de 
que en el curso de mi visita pude escuchar y apreciar otras informaciones que 
merecerían un análisis más en profundidad, pues podrían estar a la base de 
numerosas manifestaciones de violencia como las ya descritas. 

Concretamente, el uso de los medios de transmisión de la cultura y del 
conocimiento para favorecer entre los jóvenes y los niños un acercamiento al 
conocimiento a partir de una concepción legítima de las posiciones nacionalistas, 
pero hecha desgraciadamente según una sola opinión de exclusión y agresiva 
hacia los no nacionalistas, rozando a veces la incitación a posiciones racistas o 
xenófobas, lo que es sin duda incompatible con una concepción democrática de 
la sociedad, y constituye un germen de violaciones de los derechos humanos. 

Aunque yo haya conocido por información directa del Consejero de Educación 
del Gobierno Vasco, los esfuerzos y las campañas escolares que tienen lugar 
actualmente para promover valores como la igualdad, no es menos cierto que 
habría que estudiar el contenido de algunos libros de texto, no precisamente 
de acuerdo con un objetivo de promoción de la comprensión recíproca y de 
la convivencia, o la erradicación de determinados programas de la televisión 
pública vasca en los que se tolera que los niños canten canciones de desprecio 
hacia los españolistas. 

Todas estas cuestiones, por su importancia, merecen un análisis posterior y un 
seguimiento que yo no estoy en condiciones de realizar en este momento con el 
rigor necesario, limitándome por consiguiente a los puntos esenciales expuestos 
y a las recomendaciones formuladas. 
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CAPÍTULO X. Informe de Alvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos 
Humanos, sobre su visita a España Marzo de 2005 

LA SITUACION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL PAÍS VASCO

161. Existen al menos dos razones que me impulsan a incluir un capítulo 
específico sobre la situación de los Derechos Humanos en el País Vasco. La 
primera, y tal vez la más importante, es la persistencia del fenómeno terrorista 
vinculado a posiciones nacionalistas extremistas desde hace más de 40 años, 
que ha causado más de 1.000 muertos, casi 7.000 heridos, incontables daños 
y destrucción, e ingente sufrimiento a la poblacion. Este fenómeno afecta a la 
sociedad española en su conjunto y tiene una especial incidencia en las relaciones 
políticas y sociales en el propio País Vasco. 

162. En segundo lugar, me parece útil continuar poniendo al día el análisis de 
la situación en el País Vasco que llevé a cabo en mi informe de 9 de marzo 
2001 [CommDH (2001) 2] en el que abordé la problemática de las permanentes 
vulneraciones de los Derechos Humanos causadas en esta Comunidad 
Autónoma por la acción terrorista. Dos años más tarde, en Marzo 2003, publiqué 
un Informe [BCommDH(2003) 15] en el que llevé a cabo un seguimiento de la 
evolución del problema y de las medidas adoptadas para dar cumplimiento a las 
recomendaciones efectuadas en 2001. 

163. Quiero insistir aquí en algo que ya dije en mi informe de 2001, a saber, 
que la acción de ETA constituye una interferencia directa en el disfrute de los 
más fundamentales Derechos Humanos (Capítulo III, § 1, página 4). En otras 
palabras, el terrorismo es, en sí mismo, fuente directa de violaciones del más 
elemental de los derechos de la persona: el derecho a la vida y a la integridad 
física y moral. También indicaba en dicho informe (Capítulo III, § 4, página 6) que 

ANEXO II
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muchas de las vulneraciones de Derechos Humanos no resultan solamente de 
la acción directa de ETA sino que la llamada “kale borroka” (violencia callejera), 
propiciada por grupos independentistas radicales afines a dicha organización 
terrorista, se había convertido en una nueva forma de conculcación de esos 
derechos en el País Vasco. El informe invitaba al Gobierno Vasco y al Estado 
español a adoptar las medidas necesarias para llevar a cabo una lucha eficaz 
contra la acción terrorista y la violencia callejera y para garantizar el disfrute de 
los derechos humanos básicos de todos los ciudadanos vascos. 

164. En el ya aludido Informe de seguimiento de marzo 2003 pude constatar con 
satisfacción una disminución considerable de los incidentes de “kale borroka” 
y un aumento considerable de las detenciones por este motivo, observando 
que las medidas adoptadas por las autoridades centrales62 y autonomicas 
competentes y más concretamente el Departamento del Interior del Gobierno 
Vasco -que me facilitó estadísticas completas y precisas- habían logrado poner 
coto a las manifestaciones de la violencia callejera y a cierta impunidad que 
parecía haberles acompañado hasta entonces. No obstante esta buena noticia 
no pude sino deplorar, en este mismo informe, el gran número de crímenes 
cometidos por ETA durante el período 2001-2003 y las amenazas que esta 
organización terrorista hacía pesar sobre numerosos ciudadanos del País Vasco 
que continuaban necesitando protección policial. 

165. Desde 2003, la tendencia a la disminución del número de ataques de 
violencia callejera ha continuado y se ha amplificado. El Departamento de Interior 
del Gobierno Vasco me facilitó una información extremadamente detallada que 
lleva, inevitablemente, a la conclusión anterior. Así, en el año 2001, cuando fue 
publicado mi primer informe al respecto, los ciudadanos vascos sufrieron 536 
ataques de este tipo mientras que en el año 2004 la cifra había descendido hasta 
140. No obstante, es esencial mantenerse extremadamente vigilantes pues, 
como ya se ha indicado más arriba, se ha podido observar, con preocupación, 
un rebrote de la intensidad de la “kale borroka” en los pueblos y ciudades del 
País Vasco con posterioridad a la visita – en particular durante los meses de 
verano de 2005. 

166. En efecto, resultan preocupantes los recientes intentos llevados a cabo por 
parte grupos independentistas afines a ETA por hacer renacer los movimientos 
de “kale-borroka”. Solo en el mes de agosto último la policía llegó a contabilizar 
hasta treinta ataques de esta naturaleza en cinco días, coincidentes con la 
explosión de dos bombas por parte de ETA. El ilegalizado partido “Batasuna”, 
sigue de hecho actuando bajo distintas coberturas, convocando manifestaciones 
y haciendo presión (profiriendo claras amenazas) sobre distintos concejales de 
ayuntamientos electos democráticamente en el País Vasco para que abandonen 
sus funciones y cargos, lo que se ha producido ya en mas de cien casos. Por ello, 
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es necesario una acción preventiva y represiva de tales conductas delictivas y 
antidemocráticas por parte de todas las autoridades responsables de las fuerzas 
de seguridad tanto nacionales como de la Comunidad Autónoma vasca. 

167. Resulta, por otro lado, también reseñable la disminución constante del número 
de ataques terroristas llevados a cabo por ETA desde que redacté los informes 
antes mencionados. La mayor eficacia policial, la cooperación internacional y 
el creciente aislamiento político y social de la organización terrorista y de sus 
grupos afines explican esta tendencia. Aunque no se ha llegado, como hubiera 
sido deseable, a terminar completamente con el fenómeno terrorista vasco de 
raíz independentista, no cabe duda que su capacidad para golpear a la sociedad 
española se ha visto reducida hasta niveles desconocidos hasta ahora. Así, frente 
a los 47 atentados cometidos por ETA en todo el Estado63 y las 15 víctimas 
mortales causadas en el año 2001, se pasó en 2003 a 2 atentados y a 3 víctimas 
mortales en el conjunto del Estado. En 2004 aumentó el número de atentados 
a 7 en la Comunidad Autónoma Vasca y 26 en el resto del Estado aunque, por 
primera vez desde la instauración de un régimen democrático en España, ETA 
no causó, ese último año, ninguna víctima mortal. Tampoco se han producido 
víctimas mortales en lo que llevamos de año 2005. 

168. Ya me he referido en el capítulo anterior al dispositivo muy completo del 
que se ha dotado España para atender y ayudar a las víctimas del terrorismo. 
Hay que añadir, a lo dicho allí, una breve referencia a las medidas adoptadas 
por el Gobierno Vasco en este terreno, medidas que completan útilmente las de 
ámbito estatal. Así, el Decreto 214/2002, de 24 de septiembre fusionó diversos 
programas existentes anteriormente para ayudar a las víctimas del terrorismo. 
Este Decreto hace referencia a una serie de medidas en diversos ámbitos, como 
la salud –en especial atención psicológica y psicopedagógica- la enseñanza, el 
mundo laboral, la vivienda y las ayudas materiales. La Dirección de Atención a 
las Víctimas del Terrorismo, creada por Decreto 369/2001 está jerárquicamente 
subordinada al Consejero de Interior del Gobierno Vasco y tiene como cometido 
principal la gestión de las ayudas previstas para las víctimas del terrorismo. En el 
año 2004 esta Dirección gestionó 125 expedientes de ayuda a las víctimas64.
 
169. Como ya indiqué en mi informe de 2001, las relaciones entre las asociaciones 
de víctimas del terrorismo y las autoridades autonómicas del País Vasco han sido 
tradicionalmente tensas y difíciles. Las primeras acusaban a las segundas de 
tolerancia con los terroristas e indiferencia, abandono y de solidaridad meramente 
retórica con quienes más directamente han sufrido las consecuencias de los 
ataques terroristas. 
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170. Buscando un remedio a esta situación, el Parlamento Vasco acordó, en 
Junio 2002, constituir una Ponencia encargada del análisis de la situación y 
necesidades de las víctimas del terrorismo, la cual vio la luz el 3 de Julio del mismo 
año. Esta Ponencia contó con la participación de todos los grupos políticos con 
representación parlamentaria, con la excepción de “Euskal Herritarrok”66, e invitó 
a participar en sus trabajos a una amplia representación de las instituciones, a 
todos los niveles, de la justicia, de la universidad, del mundo empresarial y laboral, 
medios de comunicación, Iglesia y de organizaciones no gubernamentales y muy 
particularmente de las asociaciones de víctimas del terrorismo. Tras concluir la 
primera fase de esta Ponencia, el Parlamento Vasco aprobó, por unanimidad, 
en su sesión plenaria de 25 de Junio 2003, una proposición no de ley sobre 
medidas para paliar la situación de las víctimas del terrorismo en la que se 
proponen a diversas autoridades la adopción de un amplio abanico de medidas 
suplementarias de apoyo moral, financiero, académico, administrativo y procesal 
en favor de las víctimas del terrorismo. 

171. Aunque no desconozco las serias discrepancias que continúan obstaculizando 
un diálogo fluido entre las asociaciones de víctimas del terrorismo y las 
autoridades autónomas del País Vasco, hay que reconocer el esfuerzo realizado 
por el Parlamento Vasco para entablar un diálogo abierto con representantes de 
todos los sectores políticos y sociales –y especialmente con los representantes 
de las asociaciones de víctimas – para promover la adopción de medidas más 
ambiciosas a favor de las víctimas del terrorismo y en solidaridad con ellas. 
No me consta, sin embargo, que las numerosas medidas preconizadas por el 
Parlamento Vasco hayan sido aun llevadas a aejecucion, lo cual me parece 
indispensable para evitar que la expresion de la solidaridad con las victimas 
quede en una simple expresion retorica. 

172. En mi informe de seguimiento de 2003 hice ya alusión a la promulgación de 
la Ley Orgánica 6/2002 sobre los partidos políticos que permite la ilegalización 
de aquellos partidos y coaliciones electorales que promueven, favorecen 
o justifican la violencia. De conformidad con esta ley, el Tribunal Supremo 
pronunció la disolución de los partidos vinculados a las acciones de ETA y que 
habían concurrido, con diversos nombres, a las precedentes elecciones locales 
autonómicas y estatales. Pues bien, el Tribunal Constitucional desestimó, 
mediante sentencia 48/2003 de 12 de Marzo, el recurso de inconstitucionalidad 
interpuesto por el Gobierno Vasco contra esta ley orgánica, al estimar que sus 
preceptos eran conformes con la Constitución. 

173. También rechazó el TC los recursos interpuestos por “Batasuna” (Unidad) 
“Herri Batasuna” (Unidad Popular)68, y por la agrupación de electores 
“Herritarren Zerrenda” (Lista Popular)69 contra las decisiones de rechazo de 
sus candidaturas a las elecciones municipales y al Parlamento Europeo de 
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2004. No obstante el TC otorgó, en su sentencia 85/2003, de 8 de Mayo, un 
amparo parcial a varias agrupaciones de electores de diversas localidades del 
País Vasco al estimar que no se habían respetado, en su caso, las exigencias 
constitucionales del artículo 23 CE, que reconoce el derecho a la participación 
política. Esta misma sentencia desestimó, en cambio, los recursos interpuestos 
por numerosas otras agrupaciones electorales cuyas candidaturas a las mismas 
elecciones locales tampoco habían sido proclamadas. Sobre estas cuestiones se 
han formulado varios recursos por parte de Batasuna y Herri Batasuna 70 y de 
varias agrupaciones electorales afines71, ante el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, recursos que se encuentran, en el momento de redactar el presente 
informe, pendientes de decisión. 

174. Creo necesario, antes de concluir este capitulo sobre el Pais Vasco, referirme 
a un problema que fue sometido a mi consideracion durante la visita, a saber, la 
situación de un grupo de profesores interinos72 de la enseñanza publica vasca, a 
los cuales el Departamento de Educacion del Gobierno Vasco habia comunicado 
que no podrian seguir desempeñando las funciones docentes ejercidas hasta ese 
momento por no haber superado las pruebas de acreditacion del perfil linguistico 
correpondiente a las plazas que ocupaban. Dicho de otro modo, por carecer 
de los conocimientos de lenguia vasca exigidos para ocupar sus plazas. Este 
colectivo se considera victima de una discriminacion por razones linguisticas 
y ha formulado quejas ante diversas instancias nacionales e internacionales. 
Con posterioridad a la visita, me e,treviste con representantes de este grupo en 
estrasburgo, los cuales me han remitido, admas, abundante documentacion. 

175. Alegan estos profesores, entre otros agravios73, que el conocimiento 
de la lengua vasca no fue condicion de acceso a la enseñanza publica y fue 
impuesto con posterioridad a la transferencia de las competencias educativas 
a la Comunidad Autonoma Vasca ignorando las condiciones en las que se llevo 
a cabo la transferencia de personal docente74. Coincido, por mi parte, con el 
Ararteko y el Defensor del Pueblo en que las medidas impuestas por conocer 
insuficientemente la lengua vasca contra estos profesores interinos,con una 
antigüedad muy elevada en el ejercicio de sus funciones , acarrean consecuencias 
desproporcionadamente gravosas para ellos. Sin perjuicio de la importancia 
que tiene el derecho de cada ciudadano a expresarse en la lengua oficial de su 
eleccion, estimo que las iniciativas destinadas a garantizar su ejercicio no pueden 
menoscabar la estabilidad laboral de un grupo de profesores, que representa 
menos de un 1% de la totalidad de los docentes al servicio de la administracion 
autonoma vasca. Me parece preferible evitar las imposiciones en este terreno 
en el que debe hacerse gala de una gran prudencia y flexibilidad con el fin de 
reducir las tensiones sociales en relacion con la cuestiob lingüística y promover 
una práctica consensual del bilinguismo en el ambito educativo de la Comunidad 
Autonoma Vasca. 
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UNA VISIÓN ALTERNATIVA DE LA SOCIEDAD VASCA
Conferencia pronunciada en la universidad de Stanford el 3 de Abril de 2008

Joseba Arregi 
Consejero  de cultura y portavoz del Gobierno vasco 1984-1985; 1987- 1995
Profesor de sociología, Universidad del País Vasco.
 
Buenas tardes, señoras y caballeros. Gabon guzioi eta milesker euskal gizarteko 
zati baten ordezkaritza neure bizkar hartzea ahalbideratu didazutelako. 
Agradezco a la Universidad de Stanford por permitirme ofrecer a este auditorio 
una visión alternativa de la sociedad vasca, una visión probablemente diferente 
a la que presentó en esta  Universidad el Presidente del Gobierno Vasco. Mi 
agradecimiento también, a la Fundación para la Libertad por considerar que yo 
era la persona adecuada para poner la voz a esta otra visión de la sociedad 
vasca. 

Me gustaría comenzar mi intervención ofreciéndoles alguna información sobre mí. 
Tengo ahora 61 años. Toda mi vida, de una u otra manera, he estado vinculado a 
la política. Nací en 1946, en un pueblo cercano a San Sebastián, en la provincia 
de Guipúzcoa. Eran los apogeos de la dictadura franquista. Nací en una familia 
donde sólo se hablaba la lengua vasca. El euskera era la lengua de mi madre y 
de mi padre. Cuando fui a la escuela por primera vez sólo hablaba euskera, tenía 
seis años. Aprendí el español con dificultad, como las matemáticas y la historia. 
El euskera sigue siendo hoy la lengua de mi familia. No puedo pensar en otra 
lengua en la que hablar a mis 3 hijos. Actualmente soy profesor de sociología 
(sociología del conocimiento y sociología de la cultura) en la Universidad pública 
del País Vasco, y enseño estas materias en lengua vasca. 

Nací en una familia muy nacionalista y muy católica. Mi familia ha tenido una 
larga tradición dentro del PNV, Partido Nacionalista Vasco. (Tengan este nombre 
presente).

ANEXO III
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Mi padre luchó contra Franco en la guerra civil. Lo condenaron a trabajos 
forzados y una vez terminada la guerra le fue muy difícil encontrar trabajo. Mi 
hermano mayor fue encarcelado en los años 60. Yo en 1968, el mismo año 
en que ETA comenzó a utilizar estratégicamente la violencia, matando a dos 
policías. Primero fui procesado bajo jurisdicción militar, después asumió mi caso 
el tribunal especial político-civil de la dictadura denominado TOP, es decir, el 
Tribunal de Orden Público.

Muchos años más tarde comencé a trabajar para el Gobierno Vasco, eso fue en 
enero de 1982. Mi responsabilidad principal era el diseño y la ejecución de nuevas 
políticas para el desarrollo de la lengua vasca. Después fui durante nueve años 
Consejero de Cultura y portavoz del Gobierno Vasco. Fui parlamentario en el 
Parlamento Vasco por el Partido Nacionalista Vasco en cinco legislaturas. Hace 
aproximadamente cinco años decidí que no podía continuar siendo miembro 
de mi partido. Mi decisión - dura - tuvo que ver con mis profundas diferencias 
políticas con el partido. Mi partido había firmado el conocido como Pacto de 
Estella/Lizarra, una solución que excluía a la mitad de los ciudadanos vascos 
de la posibilidad de participar en la definición del futuro político de la sociedad 
vasca. Sabiendo que mi partido no iba a reconsiderar su error  sobre la firma del 
Pacto, decidí que era hora de dejar el partido. Hoy soy un ciudadano corriente.

Soy un ciudadano vasco y español. Ciudadano vasco porque gran parte de 
mi vida diaria se dirige y administra desde las instituciones vascas. Soy un 
ciudadano español porque estas instituciones vascas se  articulan y definen en 
la Constitución Española. Mi vida diaria como ciudadano se rige hoy por dos 
leyes fundamentales: la Constitución Española de 1978 y el Estatuto de Guernica 
de 1980. Para el ciudadano vasco, no existe la Constitución Española sin el 
Estatuto de Guernica. El Estatuto de Guernica desarrolla las instituciones vascas 
y sus competencias políticas en muchos ámbitos. Y viceversa: para el ciudadano 
vasco el Estatuto de Guernica no puede existir sin la Constitución Española. 
Esto es, ni las instituciones políticas, ni el poder político vasco pueden existir 
sin la Constitución Española. Soy un ciudadano del Estado Español, un estado 
complejo, diverso y con diferencias internas, donde el poder político se distribuye 
como en un sistema federal, según la idea del ciudadano soberano por un lado y 
la idea de una pluralidad de territorios integrados en un Estado por el otro. 

¿Cómo se percibe todo esto en la vida diaria del ciudadano? Comenzaré con 
la cuestión fiscal, una de las facetas más importantes de la vida de cualquier 
ciudadano y del funcionamiento de un Estado democrático. Los ciudadanos vascos 
no pagamos impuestos federales. Yo vivo ahora en la provincia de Vizcaya. Mis 
impuestos no van al gobierno español, ni siquiera al gobierno vasco, sino que se 
pagan a la entidad competente en la provincia de Vizcaya, que a su vez transfiere 
una parte importante  de las rentas que recauda al gobierno vasco. Así que la 



91

regulación sobre los impuestos que yo pago se decide en el correspondiente 
“parlamento” de la provincia de Vizcaya. Según la regulación de esta institución, 
los ciudadanos de la provincia de Vizcaya con ingresos más altos pagan dos 
puntos porcentuales más que los ciudadanos, de por ejemplo, Madrid o Sevilla. 
Por otro lado, el impuesto de sociedades constituidas o con sede en la provincia 
de Vizcaya, es el caso de Iberdrola, la empresa energética más importante de 
España y una de las más importante de Europa,  es cuatro puntos porcentuales 
menor que el correspondiente a empresas constituidas  o con sede social en 
otras partes de España. El poder político derivado de esta  competencia  es 
suficiente para determinar que algunas corporaciones industriales paguen un 
impuesto de sociedades de sólo el  2,5 por ciento.

Los impuestos que paga la sociedad vasca se recaudan a través de nuestras 
instituciones locales. Estos ingresos son administrados por las instituciones 
vascas. Una parte de los ingresos van al gobierno central para financiar partidas 
presupuestarias como la de defensa, el servicio exterior o la Casa Real. A través de 
las instituciones locales vascas se recaudan y administran ingresos para financiar 
todo el coste de nuestro sistema educativo, escuelas y universidad, el sanitario, 
la policía, el  ferrocarril y transporte, las carreteras y otras infraestructuras en el 
País Vasco su radio y televisión pública. 

Los poderes políticos también tienen una amplia gama de competencias para 
regular cada uno de estos capítulos. Como  ejemplo, el gobierno vasco puede 
regular hasta el 55% del plan de estudios académicos que se enseña en las 
escuelas, y aún más importante: el gobierno vasco puede determinar la lengua 
en la que todo el plan de estudios tiene que ser enseñado. Mis tres hijos han 
seguido su educación infantil, primaria y secundaria enteramente en euskera. 
Aprendieron el español como segunda lengua, con el mismo tratamiento que 
recibe el inglés o el alemán.

Soy profesor en la universidad pública vasca. Enseño sociología en lengua vasca. 
Hoy, nuestros estudiantes en la universidad pueden seguir todo su currículo sólo 
en lengua vasca. Personalmente pienso que esto es un grave error. Creo que los 
estudios universitarios se deberían cursar en ambos idiomas, esto es en vasco y 
en español. En cualquier caso existe el  derecho a elegir. El gobierno vasco tiene 
competencias para poner en marcha toda clase de políticas, normas y reglas 
que afectan a nuestra vida diaria. El gobierno vasco, a través de su consejero 
de interior  ha puesto en marcha una nueva política:  cualquier detenido bajo 
custodia de la policía vasca ha de estar bajo vigilancia de una cámara siempre. 
Y ha establecido esta política sin importar las reglas que se apliquen en otras 
regiones de España. Y lo ha hecho porque tiene la capacidad de diseñar y de 
ejecutar tantas políticas como desee. 
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Intento explicar que la sociedad vasca tiene toda clase de instrumentos para 
gobernarse. 

El término comunidad autónoma no es una palabra vacía. Significa que la 
comunidad autónoma tiene tantas posibilidades de gobernarse como elija. Pero 
esta capacidad de autogobierno debería emplearse en beneficio de todos los 
ciudadanos que son parte de una sociedad diversa y compleja.

El término País Vasco da idea de una sociedad homogénea. Por eso yo prefiero 
hablar en términos de sociedad vasca, porque el término sociedad me permite 
pensar en términos de diferencias internas, en términos de complejidad. Si se 
habla sobre la sociedad vasca. ¿Y hasta qué punto es la sociedad vasca realmente 
Vasca?. Si consideramos que es la lengua la que tradicionalmente  ha definido el 
concepto en lengua vasca se ha de tener presente que no todos los ciudadanos 
vascos pueden expresarse en lengua vasca. Ni siquiera la mayoría de ellos. Sólo 
aproximadamente el  30% de los ciudadanos del País Vasco domina el euskera. 
Según Bernardo Atxaga, uno de nuestros escritores más internacionalmente 
conocidos si se considera  a alguien vasco en términos lingüísticos por utilizar la 
lengua vasca y sólo esta lengua al menos dos horas al día, entonces los vascos, 
euskaldunak, serían 200.000 personas, menos del 10% de la población total. 

Por otro lado, según diversos estudios sociológicos, el 30% de los ciudadanos 
vascos se siente vasco parlante. Este 30% de una población total de 2.100.000 
ciudadanos corresponde a  cerca de 700.000 personas. La cuestión es que sólo 
el 5% utiliza el euskera cuando,  por ejemplo, va de compras. Ésta es la realidad. 
Éstos son los hechos. Y no hay nada malo en ello. Si me permiten hacer un juego 
de palabras, yo diría que el español es una idioma muy vasco. Y siempre ha sido 
de esa manera. Esto no sólo es así tras la dictadura de Franco, o debido a la 
dictadura de Franco como algunos siguen insistiendo. El hecho es que las leyes 
antiguas que regían las instituciones vascas al final de la Edad Media fueron 
escritas en español. Durante toda la historia, la sociedad vasca ha sido siempre 
bilingüe: uno de los requisitos más importantes para obtener un puesto en las 
instituciones vascas era tener un completo dominio de la lengua española. 

Cuando me refiero a sociedades vascas diversas, quiero decir que nunca ha 
habido una única sociedad vasca, nunca ha existido un País Vasco políticamente 
en toda su historia. (después explicaré este punto).

La situación lingüística se puede también extender a otras áreas que suponen 
importantes consecuencias en cuanto a la comprensión de la situación política. 
Cuando digo que la sociedad vasca es una sociedad compleja, una sociedad muy 
diferenciada, esto no quiere decir que haya parte de la población que sea sólo de 
vascos y otra que sea sólo españoles. Esto significa que una gran mayoría de 
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vascos se siente al mismo tiempo vasco y español, en distintos grados. 

Esta característica de la sociedad vasca no es una novedad si se analiza la 
historia de los territorios vascos. Así se puede apreciar un sentimiento profundo 
de ser diferente, junto con otro sentimiento igualmente profundo de formar parte 
de algo más allá que los propios territorios de Álava, de Vizcaya o de Guipúzcoa. 
La misma característica, con mayor razón todavía, se encuentra al considerar 
el antiguo Reino de Navarra y los territorios vascos en Francia. Para dar una 
idea, San Ignacio de Loyola fue herido en la ciudad de Pamplona mientras 
luchaba por defender los intereses del rey de Castilla. Los vascos estuvieron 
entre los primeros que formaron parte de las aventuras coloniales de los reyes 
de Castilla, y más tarde de los reyes españoles. Algunos ejemplos: el fundador 
de la ciudad de Buenos Aires, Argentina, fue Juan de Garay; el fundador de la 
ciudad de Montevideo, Uruguay, Bruno Mauricio Zabala; el descubridor del norte 
de Argentina, San Salvador de Jujuy, fue Agustín de Leiza, Lope de Aguirre fue 
un vasco que se rebeló contra el rey español mientras conquistaba territorios en 
el Amazonas; Legazpi, otro vasco, colonizó las islas Filipinas; Juan Sebastián 
Elcano culminó la tarea iniciada por Magallanes y fue el primer marino que 
navegó alrededor del mundo. Todos los personajes que acabo de mencionar 
y muchos otros que se encuentran en los libros de la historia, participaron en 
las aventuras coloniales del reino de España, y sucedió así porque sentían que 
pertenecían a ese reino. 

No se puede pensar en el desarrollo del reino moderno de España sin una 
participación activa de muchos de nuestros antepasados. La historia de los 
territorios vascos está entrelazada con la historia de Castilla y más adelante con 
la historia de España. Entrelazada para lo bueno y para lo malo. Las guerras 
civiles en el siglo XIX en España fueron también guerras civiles en el País 
Vasco. En la primera de estas guerras civiles, entre 1833 y l839, el general más 
importante que defendió a Dios, al rey y a las leyes antiguas, el que defendió el 
Antiguo Régimen contra los liberales, fue un vasco, de nombre Zumalakarregi. 
Por otro lado su propio hermano, participaba activamente con los liberales, en la 
redacción de la primera Constitución española en Cádiz, en 1812.

La guerra civil de 1936 fue también una guerra civil en el País Vasco: muchos 
vascos lucharon contra Franco y muchos otros lucharon junto a Franco. Fue 
también vasco de Bilbao el número dos de la Falange Española, de ideología 
fascista. Su nombre, Sánchez Mazas.

Lo más importante de todo es que los mejores análisis académicos sobre la 
aparición y construcción de una identidad colectiva en los distintos territorios 
vascos durante el siglo diecinueve siglo - el siglo de la construcción de la idea de 
nación en y de la identidad colectiva en Europa –llegan a la conclusión de que 
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la característica más importante de esta identidad reside en la así llamada doble 
lealtad, doble patriotismo: un sentimiento claro de ser diferente, junto con una 
afirmación de sentirse muy español. Los principales elementos en la formación 
de la identidad colectiva en los distintos territorios vascos en el siglo diecinueve 
fueron: primero, la fe católica - los vascos son los más fieles cristianos, sin 
intermitencias, ni tendencias a la heterodoxia; en segundo lugar, la percepción 
de su tradición institucional y su especial relación con el reino de España; y en 
tercer lugar, su sentido profundo de español, orgulloso de serlo.

Las dificultades que aparecen al final del siglo diecinueve se vinculan a la 
transformación del reino de España en un estado parlamentario y constitucional. 
Según la tradición liberal en Europa, España intentó construir un estado – nación 
con un parlamento central como expresión de la soberanía popular. Después de 
la última guerra civil en el siglo diecinueve, que fue una guerra civil española y 
una guerra civil vasca - el entonces primer ministro, Cánovas del Castillo, buscó 
la unificación del Estado a través de la ley común, el mercado común, la  lengua 
común y la cultura común. Sin embargo permitió que los tres territorios vascos 
continuaran con algunas de sus instituciones, especialmente con su relación 
fiscal y financiera especial con el gobierno central. (Navarra había negociado ya 
en 1841 la adaptación de sus leyes antiguas, sus fueros, a los nuevos requisitos 
de la situación constitucional).

Fue el dictador Franco tras su victoria en 1939, el que hizo desaparecer esa 
especial relación fiscal y financiera con el gobierno central para dos territorios 
vascos, Vizcaya y Guipúzcoa, por considerar que ambos territorios habían sido 
traidores a su proyecto político dictatorial.

La Constitución española de 1978, no sólo reestableció la especial relación de 
los territorios vascos con el gobierno central en materia fiscal y financiera, sino 
que fue más allá en la concesión de muchas competencias políticas. 

Quiero subrayar que el País Vasco, la sociedad vasca para hablar con precisión, 
sólo ha sido reconocida como una entidad política con posibilidad de actuar como 
actor político, dos veces en la historia: la primera en 1936 durante la Segunda 
República Española emprendiendo la tarea de estructurarse como Estado 
autonómico, la segunda, después de 1980, fundamentado en la Constitución 
española de 1978. En ambos casos el Estatuto de Autonomía fue un elemento 
esencial. 

Hay dos condiciones imprescindibles para que la sociedad vasca aparezca 
como una: en primer lugar el reconocimiento de su complejidad y su pluralidad 
estructural, y en segundo lugar, la existencia del Estado español, como estado 
democrático, social, constitucional y autonómico. Es decir, un Estado que reconoce 
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dentro de sí mismo diversos idiomas, diversas culturas, diversas identidades, 
diversas nacionalidades, un Estado que permite que estas nacionalidades 
tengan competencias institucionales referencias para los sentimientos pluralistas 
de pertenencia y por el otro les hace parte de las estructuras del estado.

Quisiera subrayar que la complejidad estructural de la sociedad vasca no es 
nada nuevo en su historia, no es provocada por las políticas de migración interna 
de la dictadura de Franco. Las pocas referencias históricas que he  señalado con 
anterioridad, deberían ser suficientes para ponerlo de manifiesto. 

Sobre la naturaleza democrática del Estado español actual me gustaría sólo 
subrayar los puntos más importantes. Primero que  la sociedad vasca no votó 
en contra de la Constitución de 1978. De hecho, hubo más votos a favor que en 
contra. El partido nacionalista vasco pidió que sus votantes se abstuvieran, sin 
importar que sus representantes en las Cortes constituyentes hubieran votado 
a Sí en los trabajos en comisión y No en el Pleno sobre la inclusión del derecho 
de autodeterminación. El Partido Nacionalista Vasco eligió decantarse por la 
abstención debido a los hechos siguientes: los líderes históricos del partido, 
los más antiguos miembros del partido con recuerdos de la segunda república 
española y de la guerra civil, eran todos favorables al sí a la Constitución. Pero 
el entonces Presidente del partido, estaba en contra. Como estaba claro que la 
Constitución tendría una mayoría más que suficiente el Partido Nacionalista Vasco 
propuso su voto a sabiendas habría una Constitución, después un Estatuto, una 
ley constitucional que establecería los poderes políticos de la sociedad vasca. 
En estas condiciones fue sencillo proponer la abstención en el voto popular para 
la Constitución española. 

En diciembre de 1979 el Estatuto de Autonomía se sometió a referéndum. Y fue 
aprobado por una mayoría muy amplia de ciudadanos vascos. El Estatuto de 
Autonomía es la ley constitucional que establece uno poderes de autogobierno 
nunca antes conocidos en el historia de los territorios vascos. Uno de los líderes 
más importantes del partido nacionalista vasco, el Sr. Arzalluz, solía referirse a 
esta ley como la que reconocía unos poderes como los propios de un estado. 
También solía decir que esta ley había dado a sociedad vasca poderes más allá 
de los reconocidos a un Land alemán. 

El contexto constitucional sobre el que se asienta hoy  el País Vasco, es 
completamente democrático aunque no sea perfecto porque ninguno lo es, 
pero  sin defectos estructurales que afecten a sus cimientos. Esto no significa 
que no haya problemas relativos al desarrollo de las competencias previstas 
en el Estatuto de Autonomía. Por ejemplo, pueden darse tentaciones en el 
proceso de elaboración  de las leyes en el parlamento español para limitar las 
competencias  acordadas para las autonomías. Por otro lado, también existen 
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tendencias también dentro de las autonomías a ir más allá e intentar exceder las 
competencias previstas en los Estatutos de Autonomía esto es en la ejecución de 
sus competencias. Tales conflictos son dirimidos  por el Tribunal Constitucional.
 
Últimamente algunos partidos nacionalistas han acusado al gobierno español, o 
al Estado español, de no ser leal al Estatuto de Autonomía y de obstaculizar su 
completo desarrollo. Echemos un vistazo a esta acusación: la única transferencia 
importante de competencias que aún depende del gobierno es la  que está 
relacionada con las complejas cuestiones de las leyes que rigen la Seguridad 
Social. Los nacionalistas vascos entienden que lo que está escrito en el Estatuto 
en materia de Seguridad Social debe ser interpretado de forma paralela a las 
relaciones fiscales y financieras del país vasco con el gobierno central:  los 
vascos deberíamos recaudar  todas las contribuciones de los trabajadores y de 
las empresas a la Seguridad Social, y después pagar una fracción al gobierno 
central, una parte que habría de ser negociada cada año.

Este paralelismo fue precisamente excluido durante la negociación del Estatuto 
de Autonomía al establecer que las leyes que gobiernan la Seguridad Social son 
responsabilidad del gobierno central y del parlamento español. Las instituciones 
vascas pueden recaudar las contribuciones de los trabajadores y de las empresas 
vascas sin afectar a la unidad de gestión financiera del total de las contribuciones. 
Para llevar a cabo estas previsiones se deben dar algunos acuerdos entre el 
gobierno vasco y el español. El gobierno vasco, en lugar de negociar los medios 
para materializar estas previsiones, está siempre intentando releer o renegociar 
lo que ya se ha convenido.

La Constitución española reconoce a la sociedad vasca como nacionalidad, y 
reconoce la lengua vasca como una lengua española, y permite que la lengua 
vasca sea una lengua oficial en el país vasco. La Constitución española 
reconoce competencias muy importantes a las instituciones vascas, incluyendo 
una soberanía casi total en materia fiscal y en materia financiera. Al hacer esto 
la Constitución española, da respuesta a la complejidad y a la pluralidad de 
la sociedad vasca, una complejidad y una pluralidad que hace imposible para 
el País Vasco tanto ser independiente, porque ello significaría la exclusión de 
todos los ciudadanos vascos que se sienten a la vez vascos y españoles, como 
ser incluido sin el reconocimiento de su diferencia en un estado completamente 
centralizado. La Constitución española y el Estatuto de Autonomía, garantizan 
los derechos de todos los ciudadanos de la sociedad vasca.

¿Por qué entonces, esta referencia permanente al conflicto vasco con España? 
¿Qué significa? ¿Qué es lo que se debe deducir de este argumento político? 
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En primer lugar, la ley fundamental que gobierna el País Vasco hoy fue aprobada 
por una amplia mayoría ciudadanos vascos, como ya ha sido explicado. Pero 
el rechazo violento de esta ley fundamental y política se convirtió en el punto 
central de referencia para todos aquellos que habían rechazado el resultado del 
referéndum. El objetivo esencial de este rechazo violento era hacer imposible 
el desarrollo de las instituciones vascas previstas en ella: el Parlamento Vasco, 
el Gobierno Vasco, y la revitalización de las instituciones tradicionales en los 
territorios diversos. El objetivo principal del frente que rechazaba el Estatuto era 
la revolución, romper con el pasado. No quisieron ir por la senda reformista, 
quisieron intentar, con las memorias DE LA GUERRA EN LA GUERRA de Lenin, 
una revolución durante la transición democrática. Los que estaban en contra del 
Estatuto de Autonomía no quisieron aceptar la palabra de la sociedad vasca, la 
elección democrática de la sociedad vasca. En 1980 la sociedad vasca habló 
muy claramente: los ciudadanos querían reformas, no una revolución. Los 
ciudadanos deseaban compromisos, el acuerdo que significaba el Estatuto de 
Autonomía, y estaban contra la autodeterminación y la independencia. Ante 
todo y fundamentalmente era un acuerdo entre las distintas  sensibilidades de la 
sociedad vasca, un acuerdo basado en el reconocimiento de diversas visiones de 
la sociedad vasca, del ser vasco, de la historia y del futuro de la sociedad vasca. 
Y en segundo lugar, era un acuerdo con el Estado. Este segundo acuerdo sólo 
fue posible porque anteriormente se había dado un acuerdo entre los vascos. 
El acuerdo entre los vascos por un lado, y el acuerdo entre la sociedad vasca y 
España por el otro están necesariamente unidos: no hay acuerdo con el Estado 
si no hay un acuerdo entre los vascos; y no hay acuerdo entre los vascos si los 
vínculos con el Estado español se rompen. 

En este sentido, el primer significado del término conflicto se refiere a la falta de 
voluntad de algunos vascos de aceptar el veredicto de los votos, votos dirigidos a 
confirmar un acuerdo previamente obtenido por los representantes de las distintas 
visiones de la sociedad vasca. Esta falta de voluntad ha sido expresada por el 
uso de la violencia, el asesinato de los representantes del estado español, de los 
miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, del Ejército, pero 
también del asesinato de civiles, profesores universitarios, políticos, concejales, 
periodistas, empresarios... incluso de un anterior vicepresidente del gobierno 
vasco.

Esto es un conflicto creado por ETA y solamente ETA, usando violencia y el 
terror para trastornar el orden constitucional aprobado por una amplia mayoría 
de ciudadanos vascos. Es un conflicto creado por ETA contra la sociedad vasca. 
Es un conflicto primero entre vascos, algo muy interno a la sociedad vasca. Es, 
a lo peor, una expresión de la historia pasada, una historia llena de divisiones 
dentro de la sociedad vasca. 
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En segundo lugar, hay un conflicto entre algunos ciudadanos vascos y el Estado 
español, un conflicto porque España no reconoce al País Vasco como sociedad 
homogénea, una sociedad con el sentimiento homogéneo de pertenecer sólo 
a la nación vasca. Y por lo tanto, porque España no acepta el derecho a la 
autodeterminación del País Vasco. Si el estado español reconociera al País 
Vasco como sociedad homogénea en términos de sentimientos de pertenencia 
dejaría de ser un estado democrático, negaría la complejidad estructural de la 
sociedad vasca, la complejidad estructural y la pluralidad de la identidad vasca. 
Sin este reconocimiento, las libertades individuales se pondrían en riesgo y la 
democracia en la sociedad vasca se pondría en tela de juicio.

Como indiqué ya, la cuestión respecto al País Vasco no se puede definir en 
términos de falta de reconocimiento, porque la Constitución española reconoce 
expresamente al País Vasco como nacionalidad, como también reconoce 
a la lengua vasca como lengua española, y permite que la lengua vasca sea 
declarada una lengua oficial. El problema es que para muchos nacionalistas, 
sólo hay una manera de reconocer al País Vasco: como una nación con todos 
los derechos de la soberanía, con el derecho a decidir  privativamente su propio 
futuro. Pero hay que tener presente que reconocer tal derecho supone romper 
los vínculos que la mayor parte de los ciudadanos vascos tienen con la cultura 
española, con la lengua española, y con el resto de los ciudadanos del Estado 
español. Aproximadamente la mitad de los ciudadanos vascos no quiere decidir 
privativamente las elementos constitucionales que gobiernen a la sociedad 
vasca en soledad.  Desean decidir en conjunción con el resto de ciudadanos 
españoles. 

Pero estos mismos ciudadanos vascos también desean tener su propio parlamento 
vasco, un gobierno vasco, acuerdos fiscales y financieros especiales con el 
gobierno central, con todas las competencias transferidas a las instituciones 
vascas por la Constitución española y el Estatuto de Guernica. Gracias a estas 
instituciones políticas vascas distintivas, existen suficientes referencias para los 
ciudadanos que los necesitan para constituir su propia identidad personal. Pero 
sin negar la libertad de nadie. Lo uno no excluye lo  otro.

Es muy importante para la idea de ciudadanía el considerar que la libertad de 
identidad es una traducción moderna de la libertad de conciencia, de la cual 
nacieron todo el resto de libertades políticas.  

Ahora es para mí una prioridad el seguir la idea del conflicto durante los últimos 
años, y su uso en el discurso político. Para el Partido Nacionalista vasco la 
mejor manera de explicar el uso de la violencia y del terror por ETA ha sido, 
durante muchos años, el referirse a ETA como grupo revolucionario con espíritu  
marxista. En 1998, se  firmó un acuerdo entre todos los partidos nacionalistas y 
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una representación de ETA. El partido nacionalista vasco dio a los vascos una 
explicación muy distinta a la que había dado con anterioridad. En este momento 
la violencia y el terror de ETA eran el resultado de la existencia de un conflicto 
político entre el País Vasco y España. Insistieron, que ese conflicto permanente 
se había hecho insoportable después de 1839.

Esta segunda explicación no duró mucho tiempo, por lo menos aparentemente: 
el último esfuerzo del partido nacionalista vasco por explicar el uso por parte 
de ETA de la violencia y del terror es una no explicación. Es simplemente una 
afirmación diciendo que no existe excusa para que ETA utilice más violencia, 
una declaración de que para alcanzar el derecho a decidir el futuro del País 
Vasco como nación, la violencia de ETA y el terror es precisamente el obstáculo 
principal. Por lo tanto, ETA debe desaparecer como condición principal para 
alcanzar el reconocimiento del derecho a la autodeterminación del País Vasco. 

Pero por otra parte, la resolución del conflicto vasco continúa siendo la condición 
necesaria para la disolución de ETA. En una carta enviada por N.A.B.O., (North 
American Basque Organization - organización vasca norteamericana) a la oficina 
del presidente de esta universidad (Universidad de Stanford), John L. Hennessy, 
se puede leer lo siguiente: - Cito “como representante del pueblo vasco el  Sr. 
Ibarretxe y los funcionarios que lo acompañaron vinieron a nosotros porque 
buscan lo que nosotros tenemos: la oportunidad de vivir en paz. Están cansados 
de décadas de conflicto, y anhelan profundamente una resolución que se les ha 
rehusado hasta la fecha. Pero en lugar de abandonar han preferido proponer  
una resolución que ponga fin a este conflicto de una vez por todas” –fin de la 
cita. En esta declaración se  puede encontrar claramente el vínculo entre el 
cambio de acuerdos constitucionales y del fin de ETA. Se puede ver el verdadero 
significado del conflicto: el uso de la violencia y del terror por ETA.

Los dos partidos nacionalistas principales aparte de ETA, son PNV y EA. Ambos 
están profundamente implicados en esta contradicción: por un lado dicen que la 
resolución del  conflicto entre el País Vasco y España es la manera de persuadir 
ETA de que desaparezca, pero por otro lado, detectando que esta manera es 
democráticamente ilegítima, declaran que  la violencia y el terror de ETA es el 
impedimento principal para alcanzar la resolución del conflicto. 

Para entender esta contradicción es importante mirar al pasado. Fue en 1998 
cuando el partido Nacionalista Vasco empezó  con sus referencias sobre la 
necesidad de un nuevo marco de relación con España, lo que implicaba que el 
marco actual, la Constitución y el Estatuto de Autonomía, ya no eran adecuados 
para lograr la disolución de ETA. En una ocasión, el cerebro de este acuerdo 
de 1998, el acuerdo de Estella/Lizarra, cuando ambos éramos miembros del 
Parlamento Vasco, me dijo que no habrá disolución de ETA si no concedemos 
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el derecho a la autodeterminación y a las demandas territoriales lo que incluye a 
Navarra. A propósito, en Navarra, el 80% de su población es no-nacionalista, y 
en los territorios de vascos de Francia es nacionalista cerca del 10%.

Volviendo atrás por un minuto, he de recordar que el acuerdo de Estella/Lizarra 
significó la unión de todos los partidos nacionalistas y ETA, y que excluyó al resto 
de los ciudadanos vascos, los no nacionalistas, para definir el futuro político de 
la sociedad vasca.

Para el Partido Nacionalista Vasco la resolución del supuesto conflicto vasco 
con España ha sido siempre la manera de satisfacer las demandas de ETA y así 
una manera de intentar poner fin a la violencia y al terror ETA. Solamente más 
tarde, cuando el acuerdo de Estella/Lizarra terminó en fracaso total, cuando ETA 
rompió el alto el fuego con bombas y asesinatos, el Partido Nacionalista Vasco 
comenzó a hablar de la necesidad de la desaparición de ETA y que alcanzar 
los dos objetivos que se habían puesto sobre la mesa de negociación eran 
condiciones necesarias para la disolución de ETA. 
 
Hay una razón clara para esta contradicción, y es la misma razón para que la 
falta  de voluntad de ETA de aceptar la decisión de la sociedad vasca: no están 
dispuestos a aceptar, con todas sus consecuencias políticas, el hecho de que la 
sociedad vasca sea una sociedad profundamente compleja y plural. Sueñan con 
un País Vasco homogéneo, un país muy bien definido, cerrado en sí mismo, fácil 
de identificar, con una continuidad perfecta en la historia, siempre políticamente 
independiente, aunque no hubiera posibilidad de pensar en términos de 
independencia como en épocas modernas. El sueño de un sujeto histórico que 
pudiera materializar esta unidad homogénea - ETA habla de sí misma como 
del acontecimiento fundacional del pueblo vasco y de la historia vasca, lo que 
implica que hasta la fundación de ETA no había ni pueblo vasco  consciente de 
sí mismo, ni había una historia vasca consciente de sí misma. Para el Partido 
Nacionalista Vasco, debe haber en alguna parte, de alguna manera, algo así como 
un referéndum, o algo parecido que podría revelar que hay una entidad homogénea 
que debe ser  reconocida como tal, aun cuando, después del reconocimiento la 
vida continúe como de costumbre. Pero esto es un sueño peligroso, porque este 
sueño ocurre muy cerca de la violencia y del terror de ETA.

En todo esto, hay por un lado el temor causado por la complejidad de la sociedad 
vasca, causado por la pluralidad de la sociedad vasca. Una sociedad así es 
contraria al mito de la unidad, y de la simplicidad. Porque en realidad no hay un 
País Vasco, hay muchos países vascos, como hay muchas visiones de la historia 
vasca, como hay muchas visiones del ser vasco, y también tantas visiones del 
futuro de la sociedad vasca. Pero todos los nacionalistas están a la búsqueda 
de un  momento histórico, de un instrumento político, de un punto mágico que 
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pueda proporcionar la simplicidad y la unidad que la realidad niega.
 
Muchas democracias han tenido que aprender que la democracia no es nada 
más que la administración de la pluralidad y de la complejidad, porque sólo 
en complejidad y en pluralidad se pueden encontrar las condiciones para la 
libertad. 
 
La democracia tiene que ver con  ciudadanos, no con identidades: el derecho 
de la ciudadanía no está delimitada por una religión, por una ideología, un credo 
político, una identidad lingüística o cultural. Al final el conflicto vasco es, como 
siempre ha sido, un conflicto entre vascos, un conflicto entre la libertad y la 
imposición de visiones unitarias de identidad, de cultura,  de lengua.
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